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Mientras los glaciares de los Andes centrales se reducen a un ritmo sin precedentes, en Santiago, la
capital chilena, se reactiva un viejo engranaje burocrático. El pasado 14 de abril, el ministro de Economía y
Minería de Chile, Daniel Mas, y el secretario de Minería de Argentina, Luis Enrique Lucero, acordaron
retomar las sesiones de la Comisión Administradora del Tratado de Integración y Complementación
Minera, un pacto que busca abrir proyectos mineros en la alta cordillera para operaciones
transnacionales.

En palabras simples, este acuerdo —firmado originalmente en 1997— crea un territorio que borra los
límites fronterizos tradicionales. A través de los llamados Protocolos Adicionales Específicos (PAE), el
tratado aplica normas especiales para que las empresas exploten yacimientos conjuntos y coordinen su
logística, permitiendo que las compañías operen en las altas cumbres como si ambos países fueran uno
solo.

Desde el Ministerio de Minería de Chile confirmaron a Mongabay Latam que el gobierno del presidente



José Antonio Kast se ha propuesto reactivar la agenda de trabajo de este acuerdo de 1997, para lo
cual retomarán formalmente las sesiones de la Comisión Administradora Binacional el próximo 7 de
julio en Buenos Aires.

De acuerdo con la cartera, el tratado busca facilitar sinergias para proyectos fronterizos aprovechando la
experiencia e infraestructura chilena, especialmente entre las regiones de Atacama y Valparaíso (norte y
centro del país), lo que abre “la posibilidad concreta de avanzar en colaboración estratégica, en
transferencia de conocimiento, apoyo logístico y comercio exterior” para impulsar inversiones que generen
empleo local.

Glaciares y ambiente periglacial en la zona de la provincia de San Juan, Argentina, donde existen proyectos mineros. Foto: cortesía
Martín Katz/Greenpeace

Para la sociedad civil y la comunidad científica, este reimpulso es una señal de alerta.

Según el geógrafo argentino Marcelo Giraud, los proyectos de minería binacional enfrentan una
colisión inevitable con la naturaleza. Debido a que las vetas de mineral se concentran en las cumbres más
altas de los Andes —justo en el límite internacional—, las áreas de concesión suelen incluir y superponerse
con glaciares descubiertos (masas de hielo blanco expuesto), cubiertos (capas de hielo protegidas por
sedimentos) y de escombros (estructuras de roca mezcladas con hielo subterráneo), además del ambiente
periglaciar. Al quedar atrapados dentro del polígono de operación industrial, estos cuerpos quedan
directamente expuestos a la destrucción.

Intervenir estas zonas, agrega Constanza Espinosa, directora de la Fundación Glaciares Chilenos,
impactaría sobre el suministro básico de agua. “Más del 70 % de la población de Chile se abastece con
agua proveniente de glaciares ubicados en la cordillera. En un contexto de crisis climática, estos sistemas



funcionan como un seguro hídrico natural”, asegura.

“Un tratado suscrito a fines de los 90, y cuya última modificación fue en 2001, no está en concordancia
con los cambios que han ocurrido en los últimos 25 años en materia regulatoria, como tampoco en el
territorio mismo”, agrega Flavia Liberona, directora ejecutiva de la ONG chilena Fundación Terram.

¿Qué está en juego en las altas cumbres de los Andes tras la reactivación de este tratado binacional?

Glaciar Tapado ubicado en la Zona Glaciológica Norte de Chile, en la región de Coquimbo. Se ubica entre los 5536 y 4500 metros de
altura. Estado: en retroceso. Foto: cortesía Álvaro Ayala

Tratado minero: el agua de las cuencas en la balanza
Para los investigadores, lo que se arriesga en la alta cordillera no radica en las líneas divisorias de los
mapas, sino en la intervención de un ecosistema clave bajo el suelo. Álvaro Ayala, glaciólogo e
investigador del Centro de Estudios Avanzados en Zonas Áridas (CEAZA), explica que en el norte de Chile y



el área de la provincia de San Juan en Argentina, el valor hídrico fundamental se encuentra en
estructuras ocultas, como los glaciares de roca y el ambiente periglaciar. Este último corresponde a las
áreas de alta montaña donde el suelo permanece congelado —fenómeno conocido como permafrost— y
donde el hielo se esconde mezclado con rocas y tierra.

En estas zonas extremas, el entramado subterráneo funciona como un gigantesco regulador hídrico
natural, atrapando el agua de las escasas lluvias y nevadas para liberarla gradualmente. “Toda la lluvia y
nieve que se derrite y se acumula ahí va quedando en el suelo, se congela debido al clima frío y después
se va liberando poco a poco», detalla Ayala. En periodos normales, su flujo es menor que el de los ríos
superficiales, pero su valor se vuelve absoluto en épocas de escasez de agua.

Al respecto, Giraud, quien es integrante de la Asamblea Popular por el Agua (asamblea de vecinos
autoconvocados en la provincia de Mendoza por la defensa de los bienes comunes y especialmente del
agua) aporta un dato crítico para dimensionar el riesgo: “Varios equipos de investigadores argentinos y
chilenos han demostrado que en las regiones áridas andinas, en contexto de megasequía como la
registrada a partir de 2010, las reservas estratégicas que constituyen los glaciares y el ambiente
periglaciar pueden aportar más del 50 % del caudal de los ríos, amortiguando el impacto negativo
de la escasa precipitación”.

Tanto Ayala como Giraud coinciden en decir que intervenir estos cuerpos de agua destruye la «cuenta de
ahorro» que entregan los glaciares.



Superficie del glaciar Echaurren Norte en abril de 2026. Se observa el glaciar parcialmente cubierto de nieve al inicio del año
hidrológico 2026. Foto: cortesía Felipe Ugalde/Universidad de Chile

A esta alerta se suma el diagnóstico técnico sobre los impactos de la minería pesada en las altas cumbres.
Espinosa, de la Fundación Glaciares Chilenos, detalla que las amenazas van desde la remoción física del
suelo y la construcción de infraestructura —que afectan directamente a glaciares y ambientes
periglaciares— hasta la intervención de glaciares rocosos, cuerpos que muchas veces son invisibles o poco
conocidos en las evaluaciones.

A esto se suma el uso intensivo y la potencial contaminación química del agua, un factor que golpea
severamente la calidad y disponibilidad del recurso. Espinosa enfatiza en el impacto del material
particulado en suspensión, que al depositarse sobre el hielo cordillerano acelera su proceso de
derretimiento. Para la experta, el escenario de crisis climática actual no resiste estas presiones
extractivas adicionales, pues los hielos que ya retroceden pueden acelerar su pérdida de cobertura de
forma irreversible.

«El riesgo no es solo ambiental, sino también social», advierte la investigadora, subrayando que



estas afectaciones comprometen de manera directa la seguridad hídrica de las comunidades que
dependen de estas fuentes de agua.

Aperturas de caminos, remoción de suelo y delimitaciones para futuras tareas exploratorias en sectores de alta montaña en la
Cordillera de los Andes, en Argentina. Foto: cortesía Greenpeace Argentina

Dudas en la protección legal
El diputado argentino Esteban Paulón, del Bloque Unidos, advierte que la reactivación del tratado
binacional dinamizará capitales privados bajo marcadas diferencias institucionales: «Hay un marco de
asimetría entre los requisitos ambientales. El monitoreo, en el caso de Argentina, va a recaer en los
gobiernos provinciales, y en el caso de Chile va a seguir en manos del gobierno nacional».

Esta descentralización del control se volvió crítica tras la aprobación de la reforma a la Ley de Glaciares
en Argentina. Giraud explica que la normativa original protegía de forma homogénea a todos los
glaciares basándose en criterios científicos unificados por el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y

https://es.mongabay.com/2026/04/argentina-abre-puerta-mineria-zonas-glaciares-enciende-alarmas-por-agua/
https://es.mongabay.com/2026/04/argentina-abre-puerta-mineria-zonas-glaciares-enciende-alarmas-por-agua/


Ciencias Ambientales (Ianigla), pero los cambios introducidos permiten ahora a las provincias objetar dicha
protección alegando que ciertos cuerpos de hielo podrían no ser una «reserva hídrica estratégica», un
concepto que la ley no define.

“Si un gobierno provincial considerara que no son estratégicos, podría ordenar al Ianiglia que los elimine
del Inventario Nacional de Glaciares y permitir allí actividades mineras, hasta incluso destruirlos por
completo”, advierte Giraud.

Sin embargo, el alcance real de esta desprotección permanece congelado en los tribunales. Giraud  aclara
que la modificación a la Ley de Glaciares está siendo impugnada ante los tribunales federales de su
país por violar el principio de no regresión en materia ambiental y el derecho a la participación ciudadana
consagrados en el Acuerdo de Escazú, además de la consulta previa a los pueblos indígenas del Convenio
169 de la OIT. «Si las acciones judiciales no prosperan, constituirá un pésimo precedente para los
ecosistemas existentes dentro del polígono del tratado binacional», enfatiza el geógrafo.

Zona de glaciares y ambiente periglaciar de San Juan, Argentina. Foto: cortesía Greenpeace Argentina

https://es.mongabay.com/short-article/2026/05/argentina-mas-de-850-000-ciudadanos-demandaron-al-estado-por-la-ley-que-debilita-proteccion-de-glaciares/


La fragmentación burocrática y política que implica la eventual aprobación de la Ley de Glaciares
preocupa en el lado chileno. «La reciente aprobación que modificó la Ley de Glaciares podría activar la
intención de desarrollar proyectos binacionales utilizando este tratado», explica Liberona. Sin embargo,
advierte que la desprotección es compartida, ya que en Chile no existe una regulación que proteja
los glaciares ni los recursos hídricos en alta montaña.

Para la especialista, el tratado genera un escenario donde el control integral de los ecosistemas
compartidos se diluye, pues se realizan evaluaciones ambientales por separado y con estándares
distintos. «No se tiene una visión integral del impacto que genera el proyecto o de los impactos que se
originan en un lado de la frontera cuando la evaluación ocurre en el otro».

Además, Libarona hace hincapié en que para las comunidades locales esto se traduce en una
vulnerabilidad directa, ya que las decisiones e intervenciones físicas en un país impactan la calidad y
cantidad de las aguas que fluyen hacia el otro.

Movilización ciudadana del 8 de abril en defensa de los glaciares, en Argentina. Foto: cortesía Santiago Pellegrini



¿Vuelve el fantasma de Pascua Lama?
En la frontera de la Región de Atacama, en el norte de Chile, que colinda con la provincia argentina de San
Juan, se despliega el proyecto Distrito Vicuña, un gigantesco complejo de proyectos de oro y cobre —que
incluye yacimientos como Josemaría, Filo del Sol y Los Helados— controlado por el grupo canadiense
Lundin y BHP.

El proyecto asegura en su página web que se emplaza en Chile y en Argentina y, según Giraud, «se
encuentra de lleno en el polígono al cual aplica el tratado». Organizaciones ambientales ya lo catalogan
como el «nuevo Pascua Lama», el emblemático proyecto binacional que terminó clausurado
definitivamente por la Justicia chilena tras provocar severos daños ambientales.

Mongabay Latam envió preguntas al equipo de comunicaciones del proyecto, pero hasta la publicación
de esta nota la empresa no respondió.

Otra toma aérea de proyectos mineros donde se observan aperturas de caminos, remoción de suelo y delimitaciones para futuras



tareas exploratorias en San Juan. Foto: cortesía Martín Katz/Greenpeace

Ayala explica que la excavación remueve y saca a la superficie rocas ricas en metales que naturalmente
están escondidas y aisladas bajo el hielo. Al tomar contacto con el oxígeno y el agua, producen drenajes
ácidos y procesos geoquímicos que contaminan los ríos, repitiendo el patrón técnico que sepultó a
Pascua Lama.

El Distrito Vicuña no se limita a las altas cumbres.

La intención de utilizar a Chile como plataforma logística amenaza directamente a las comunidades de la
Región de Atacama con un aumento drástico en el tránsito de camiones de alto tonelaje, uso de
maquinaria pesada e infraestructura portuaria para el embarque del mineral extraído en Argentina.

Para Liberona, el impulso gubernamental parece ignorar las lecciones del pasado, arriesgándose a saturar
un territorio históricamente golpeado por pasivos mineros: «De materializarse Vicuña, aumentarían las
cargas ambientales negativas«, sentencia Liberona.

Frente a este complejo panorama, la comunidad científica insta a un cambio profundo de paradigma que
deje atrás la mirada meramente extractivista y empiece a concebir la alta montaña como un ecosistema
compartido. Ayala comenta que, si bien la industria puede ver una “lógica en los acuerdos binacionales”,
el verdadero desafío de ambos países corre por otra vía.

“Antes de pensar en eso, pongámonos de acuerdo en qué queremos conservar de los Andes visto
como unidad”, reflexiona el investigador del CEAZA. Su propuesta apunta a una diplomacia que no solo se
siente a firmar tratados de explotación, sino que sea capaz de unificar criterios de protección. “Pensemos
qué queremos para la cordillera desde los dos lados, queremos que sea una unidad más integrada”,
concluye el científico, abriendo la puerta a que el futuro de las cumbres andinas se defina desde la
conservación y no solo desde el mineral.

*Imagen principal: glaciar Tapado, ubicado en la Zona Glaciológica Norte de Chile, en la Región de
Coquimbo. Se ubica entre los 5536 y 4500 metros de altura. Estado: en retroceso. Foto: cortesía Álvaro
Ayala
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